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S u p r e m a  C o r t  e :  

I  

El Juzgado Federal n° 2 de Neuquén hizo lugar a la 

acción de hábeas corpus presentada por los representantes del  

Ministerio Público Fiscal,  de la Defensa y de la Procuración 

Penitenciaria de la Nación en beneficio de los internos alojados —

actuales y futuros— en las celdas unipersonales del Complejo Federal 

Penitenciario V de Senillosa, en esa provincia,  y prohibió al Servicio 

Penitenciario Federal el alojamiento compartido en esas celdas y los 

trabajos de colocación de cuchetas  dobles que a tal fin se estaban 

realizando. 

En sustento de lo decidido, el juez sostuvo que el 

proyecto de duplicar la población en los módulos diseñados para alojar 

a un solo recluso por celda, sumado a la inherente reducción de la 

superficie por interno en las áreas comunes, constituye una amenaza 

actual de agravamiento de las condiciones de detención . Tomó como 

referencia la superficie mínima recomendada en las Reglas 

Penitenciarias Europeas del Comité Europeo para la Prevención de la 

Tortura y en el Manual sobre Agua, Saneamiento, Higiene y Hábitat en 

las Cárceles, elaborado por la Cruz Roja Internacional y constató que 

en el caso del Complejo Federal V esas dimensiones no se alcanzarían 

si se llevara a cabo el aumento del cupo proyectado. Además, hizo 

referencia a los resultados de una inspección ocular  que ilustraban que 

la altura desde la litera superior al  techo e ra de sólo noventa 

centímetros y,  por lo tanto, inferior al parámetro establecido en la 

normativa, del mismo modo que la distancia entre am bas cuchetas, por 



 

 

lo que una persona de contextura media no p odía permanecer sentado 

en posición erguida en ninguna de ellas.  También advirtió , entre otras 

consideraciones,  que el Servicio Penitenciario no informó haber 

tomado las previsiones necesarias pa ra afrontar la consecuente mayor 

demanda de servicios , ni contempló la readecuación de la cantidad de 

personal que cumple funciones allí  (conf. sentencia del  28 de 

diciembre de 2018 en el expte.  principal  agregado en formato digital) .  

A su turno, el tribunal de alzada rechazó la 

impugnación del Servicio Penitenciario  basada en la afirmación de su 

facultad exclusiva de fijar el cupo de los establecimientos carcelarios, 

bajo el argumento de que tal facultad, no controvertida en el  sub lite ,  

no era ajena al control judicial cuando éste es suscitado en un caso 

contencioso e instado por una parte que considera  que su ejercicio en 

el caso concreto ha afectado sus derechos de acuerdo a la ley (conf. 

sentencia del 11 de enero de 2019 ).  

Por su parte, la Sala I de la Cámara Federal de 

Casación Penal , por mayoría,  declaró procedente el  recurso 

interpuesto por el apoderado de  la autoridad demandada contra este 

último pronunciamiento, declaró su nulidad por falta de 

fundamentación y ordenó el dictado de uno nuevo  conforme a los 

lineamientos establecidos por el tribunal . El  a quo  se remitió a los 

fundamentos y conclusiones oportunamente expresados al resolver lo 

que consideró una cuestión análoga que había sido planteada en un 

caso anterior (FBB 22371/2018/1/CFC1, ver fs.  3/9).  
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Contra este fallo la defensa oficial dedujo recurso 

extraordinario que, al ser denegado también por la mayoría,  dio lugar 

a la presente queja (fs. 13/32, 36/38  y 40/44).  

 

II  

Con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, 

la recurrente aduce que la  sentencia carece de fundamentación al haber 

omitido tratar su argumento contra la legitimación de la autoridad 

requerida para recurrir en casación la sentencia que hace lugar al  

hábeas corpus.  

Por otra parte,  sostiene que la prohibición judicial 

de ampliar el cupo del establecimiento no supone  invadir una 

competencia exclusiva del Poder Ejecutivo, sino que se trata del  

control jurisdiccional que prevé la ley de hábeas corpus al fijar como 

causal de procedencia el agravamiento ilegítimo de las condiciones d e 

detención provocado por un acto u  omisión de autoridad pública. 

Desde este punto de vista, la recurrente considera que no había  

cuestiones federales en juego ni una causal de arbitrariedad que 

habilitara la revisión del fallo por  la cámara de casación.  

Añade que la remisión a un cri terio sentado en una 

sentencia anterior del tribunal, que reconoció  al Servicio Penitenciario 

Federal la facultad de fijar el  cupo de los diversos establecimientos y 

la distribuir la población detenida, resulta una respuesta do gmática y 

abstracta por no tomar en  cuenta las particularidades del complejo V 

de Senillosa, que determinan que la colocación de  cuchetas dobles en 

celdas unipersonales restringe las condiciones de habitabilidad en un 



 

 

grado tal  que constituye un agravamiento de las condiciones de la 

detención.  

En tal sentido, considera que con l a colocación de 

una cama adicional en las celdas unipersonales con el fin reconocido 

de ampliar la capacidad de alojamiento de la unidad, se duplica la 

cantidad de internos  y el lugar deja de cumplir las pautas mínimas en  

términos de superficie libre por recluso que están establecidas en 

diversas guías de referencia producidas a nivel regi onal y mundial. En 

particular, la recurrente vuelve a citar las conclusiones de los 

informes técnicos producidos en la causa y de la inspección ocular, a 

los que se refirió el  juez de primera instancia  en su sentencia.  

III  

De acuerdo con la doctrina de V.E., lo decidido 

acerca del alcance que el artículo 43 de la Constitución Nacional y la 

ley 23.098 le asignan al  hábeas corpus como medio para hacer 

efectivas las garantías  reconocidas en el  artículo 18 de la Ley 

Fundamental , suscita cuestión federal suficiente para ser analizada en 

esta instancia extraordinaria (Fallos: 323:4108 y sus citas) , del mismo 

modo que si lo resuelto por el a quo  es tachado bajo la doctrina de la 

arbitrariedad y el agravio se vincula, como en el sub lite ,  de manera 

inescindible con el alcance de tales reglas federales.  En estos casos,  

ambas cuestiones deben ser examinadas en forma conjunta (Fallos: 

295:1005, considerando 21; 322:3154 y 323:1625).  

En este sentido, es pertinente marcar que la 

defensora aplicó esa tacha a la sentencia,  en primer lugar, por 

considerar que el  a quo  omitió tratar su argumento referido a la falta 
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de legitimación del Servicio Penitenciario Federal para recurrir ante la 

cámara de casación. Sin embargo, estimo que esa crítica no es acertada 

pues el voto de la mayoría abordó esa cuestión en el punto 2° del  

fallo,  donde la admisibilidad de la impugnación fue fundada en el 

deber de tratar la cuestión federal planteada por ese organismo 

conforme la doctrina de Fallos:  328:1108  y en las facultades 

recursivas que la ley 23.098 reconoce a la autoridad requerida (ver fs. 

6/vta.). En presencia de tales argumentos , que brindan razonable 

fundamento al cri terio adoptado, estimo que la protesta no debe ser 

admitida.  

La conclusión es distinta con respecto al segundo 

motivo de la apelación, según el cual  la remisión lisa y llana a un 

cri terio sentado para un caso anterior no constituye fundamento 

bastante, al soslayar las diferencias fácticas decisivas  con el presente,  

puestas de resalto por los tribunales de las instancias anteriores y 

oportunamente señaladas por su parte cuando intervino en el  trámite 

del  recurso de casación.  

Al respecto,  V.E. tiene establecido que la remisión a 

lo resuelto en pronunciamientos anteriores ,  en principio,  no importa 

de por sí la arbitrariedad de una sentencia, pero puede resultar 

insuficiente si con ello quedan sin responder cuestiones 

oportunamente debatidas y conducentes a la solución del lit igio  o se 

omiten tratar aspectos del hecho relevantes (Fallos: 308:54; 328:327; 

entre otros).  Por ello, para l legar a una conclusión fundada es 

imprescindible examinar las circunstancias particulares del  caso 

(Fallos:  307:1092).  



 

 

El precedente al  que el a quo se remitió (expte. FBB 

22371/2018/1/CFC1, “Internos U-4 del SPF”, del 21 de mayo de 2019 , 

publicado en l ínea en el sitio del Centro de Información Judicial ) 

trataba, en efecto,  del aumento del cupo de  un establecimiento 

penitenciario de la provincia de La Pampa mediante la colocación de 

cuchetas dobles en alguno de sus módulos . Sin embargo, a diferencia 

del sub lite ,  en aquel caso el hábeas corpus había sido denegado en las 

instancias ordinarias y la cámara de casación confirmó ese 

temperamento porque entendió que no se había probado  que la medida 

hubiera implicado un agravamiento de  las condiciones de detención. 

En particular sostuvo que “el  juez interviniente dispuso una 

inspección ocular, específicamente en los pabellones donde se había 

comenzado a implementar el protocolo  (se refiere los que estaban 

siendo acondicionados para ampliar su capacidad de alojamiento) ,  

ejerciendo el control reservado a la autoridad judicial ” y luego 

“detalló de forma razonada cuáles fueron los distintos elementos que 

impidieron tener por verificado el  agravamiento en las condiciones de 

detención de conformidad con lo establecido en el inciso 2º del 

art ículo 3 de la ley 23.098, con ajuste a las reglas de la sana crítica 

racional” pues “el  tribunal de la instancia anterior tuvo en 

consideración los estándares mínimos que deben cumplir los lugares 

de detención establecidos en el ordenamiento nacional y en los 

instrumentos internacionales, como así también las facultades propias  

de la administración penitenciaria al respecto y aquéllas de control 

reservadas a la autoridad judicial, y efectuó un análisis razonado de 

las circunstancias relevadas. Valoró además, como se dijo, el  
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seguimiento mensual de la implementación del Protocolo  y de las 

condiciones de vida y edilicias de los pabellones ”.  

En cambio, en el sub judice  la conclusión del juez 

de primera instancia ,  avalada por su alzada,  luego de las inspecciones 

y demás medidas probatorias del caso fue –tal como se ha referido más 

arriba– la contraria.  Por lo tanto,  sin entrar a considerar el fondo del 

asunto, resulta manifiesto que el tribunal apelado puso el acento en las 

similitudes que indudablemente existen entre ambos casos, pero con la 

simple remisión basada en ese parecido no efectuó una valoración 

crí tica de los argumentos que marcaban diferencias posiblemente 

relevantes, expresamente alegadas por la accionante en sustento de su 

pretensión.  

Estimo que en casos como el presente, en los que el 

supuesto de hecho de la norma deman da comprobar un particular 

estado de cosas en un momento dado —id est las condiciones de 

habitabilidad de las celdas—, solo causas prácticamente idénticas  y 

contemporáneas permitirían considerar  fundamentación válida a una 

remisión como la del  sub examine  (conf. Fallos: 327:954, voto del juez 

Fayt); por el  contrario , ya la alegación oportuna de distintas  

condiciones materiales en los dos mencionados establecimientos 

penitenciarios imponía el deber de realizar una valoración específica 

de las diferencias señaladas, como forma de dar una respuesta  concreta 

para la solución del litigio, tarea que no quedó suplida por la 

aplicación automática de un criterio jurídico cuya pertinencia 

dependió en su momento de la constatación de una situación 

contingente y que, por lo tanto, resulta difícilmente extrapolable .  



 

 

En tales condiciones, considero que lo resuelto de 

esa forma solo cumple de manera aparente la exigencia de constituir 

una derivación razonada de las normas vigentes con aplicación 

particular a las circunstancias de la causa y debe ser descalificado 

como acto jurisdiccional válido.  

Por ello, opino que V.E. debe hacer lugar a la queja 

y,  con el alcance expuesto,  dejar sin efecto el pronunciamiento 

apelado.  

Buenos Aires, 7 de febrero de 2022. 
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